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La economía mueve al país 
el amor mueve montañas  

la economía no las mueve, las destruye 
el odio mueve al tirano 

y el amor mueve montañas  
el tirano no mueve montañas, las gobierna 

La libertad mueve a mi pueblo 
el amor mueve montañas 

mi pueblo no las mueve, las conserva 
no por el amor ni por el odio 
por la libertad del mapuche 

y la voluntad de la naturaleza 
 

—Matías Catrileo Quezada  
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1. INTRODUCCIÓN 

Esta tesina tiene por objeto identificar las causas jurídicas y socioeconómicas que han 
generado una serie de condiciones para el ejercicio de la violencia político-institucional al 
momento de ejercer el derecho a la libre determinación de los pueblos por parte del pueblo-
nación Mapuche. A partir de ello, se formulan propuestas que podrían contribuir a la 
búsqueda de posibles soluciones a esta compleja problemática.  

El derecho a la autodeterminación de los pueblos o libre determinación es un derecho que 
ha sido consagrado y reconocido por la comunidad internacional. Sin embargo, cuando se 
trata del derecho a la autodeterminación de los pueblos indígenas, se tiende a relativizar e 
incluso a ignorar. Esto ha generado una serie de conflictos entre los pueblos indígenas y los 
Estados latinoamericanos, lo que ha sido conceptualizado por José Bengoa como la 
“emergencia indígena”.1 Los pueblos indígenas existen y, en tanto pueblos, tienen una 
cultura, lengua, territorio, sistema político, económico y social, anteriores a la construcción 
de los Estados nación actuales. Sin embargo, tras siglos de colonización por parte del 
imperio español y posteriormente por los estados latinoamericanos, los pueblos indígenas 
fueron esclavizados y marginados, sometidos por la fuerza y muchos de ellos exterminados.  

Lo que fue colonización, por un lado, fue resistencia, por otro. La dialéctica de la historia 
nos ha mostrado que, donde hay opresión, hay resistencia; donde hubo sometimiento y 
marginación, surgió la búsqueda de reconocimiento. Es así como se escribe la historia 
indígena, en particular la del pueblo-nación Mapuche, posterior a la colonización. Es una 
historia de resistencia y por la libertad, el bienestar y el reconocimiento integral de dicho 
pueblo.   

Cabe preguntarse, ¿por qué cuando se trata de los pueblos indígenas el derecho a 
la autodeterminación de los pueblos se relativiza o es siempre “tutelado” por el Estado 
liberal? La respuesta a esta pregunta tiene dos fundamentos principales: el primero, de 
carácter jurídico-económico, representado en el antagonismo existente entre el régimen de 
propiedad privada capitalista impuesta por los Estados liberales y el régimen de propiedad 
colectiva de la tierra de los pueblos indígenas y, en segundo lugar, la imposición de una 
cultura liberal dominante, hegemónica y concebida como si fuese “superior”, que no 
reconoce otros sistemas político-sociales que no sean liberales. 

Si uno de los problemas fundamentales de la cuestión indígena tiene su punto de partida en 
la economía2, el régimen jurídico de propiedad establecido en la Constitución Política de 
1980, impuesta en la dictadura cívico-militar y luego administrada en los años de la 
Transición a la Democracia, es relevante. Su marcada impronta neoliberal, que busca 
reducir al mínimo la intervención estatal y establecer el protagonismo casi absoluto de los 
actores privados, ha borrado del mapa a quienes no interactúan económicamente a través 
del libre mercado. Así, la mano invisible del mercado solo favorece a los más fuertes, a los 
que tienen más capital acumulado, esto es, a quienes tienen más derechos de propiedad 
sobre distintas clases de bienes.     

 
1  BENGOA (2000). 
2  MARIÁTEGUI (2008), p. 25. 
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El espíritu unitario de la carta fundamental de 1980, que busca forzosamente cumplir con la 
ficción de “una nación, un pueblo, un Estado”, oculta la multiculturalidad y 
plurinacionalidad que existe en Chile. La imposición de una cultura hegemónica única, 
dominante, política y económicamente “correcta”, sin reconocer más que simbólicamente a 
los “pueblos originarios de Chile”, ha tenido como consecuencia la invisibilización y 
negación de las culturas y pueblos indígenas, abordando el tratamiento jurídico de la 
cuestión indígena desde una perspectiva colonialista y asistencial.  

Ahora bien, este antagonismo entre regímenes de propiedad y, a su vez, la imposición de 
una cultura hegemónica dominante, han traído consigo una serie de reacciones desde el 
mundo Mapuche, que ellos denominan “resistencia” ante el dominio wingka. 
Históricamente, los Estados de Chile y Argentina han reprimido al pueblo Mapuche a 
través de la coerción, tanto militar como jurídica. Durante el siglo XIX, en la mal llamada 
“Pacificación de la Araucanía”, llevada a cabo por el Estado de Chile, y en la “Conquista 
del Desierto”, al este de la Cordillera de los Andes. Posterior a ello, tras la reforma agraria 
(1967-1973), las corridas de cercos y la creación de la Comisión de Restitución de Tierras 
Usurpadas a Comunidades Mapuche, durante el gobierno de la Unidad Popular, que 
devolvió en parte las tierras que les pertenecían por derecho propio, la dictadura cívico-
militar se encargó de revertir dicha situación a través de una contrarreforma agraria y otras 
medidas. Los historiadores Martín Correa y Eduardo Mella se refieren a esta situación de la 
siguiente manera: 

El Golpe de Estado del 11 de septiembre de 1973 inauguró un período de represión que se 
manifestó en una violencia inusitada en casi todos los predios donde la Reforma Agraria 
benefició a los mapuches. Se fusiló e hizo desaparecer a dirigentes y asentados mapuches, se 
les encarceló y torturó, a la vez que se revocaron la mayoría de las expropiaciones de los 
predios donde los mapuches habían recuperado tierras, retrotrayendo la situación a los años 
anteriores a la reforma agraria.3 

Finalmente, en estos últimos 30 años de transición democrática se ha consolidado lo que el 
pueblo Mapuche denomina la invasión de capitales transnacionales y forestales en territorio 
ancestral Mapuche, a pesar de una serie de tratados internacionales y normativas que 
deberían proteger los derechos colectivos de los pueblos indígenas. 

En este escenario comenzó en la década de 1990 un conflicto político, cultural, social, 
económico y militar entre el Estado de Chile y el pueblo-nación Mapuche que se mantiene 
hasta el día de hoy. Por un lado, un Estado abiertamente neoliberal, que promueve la 
inversión de capitales privados para sostener su orden económico; por otro, un pueblo 
indígena que se resiste a ser asimilado a una cultura que no les pertenece y que ve cómo la 
inversión de capitales –principalmente forestales– devastan su territorio ancestral. La 
violencia política ha estado presente en este largo conflicto entre el Estado de Chile y el 
pueblo-nación Mapuche, en particular cuando se trata de ejercer el derecho a la 
autodeterminación de los pueblos y la recuperación territorial que este conlleva.  

En tales circunstancias, el pueblo-nación Mapuche, a partir de 1997, con la quema de 
camiones en Lumaco, abrió un proceso de violencia política y acciones que denominan de 

 
3  CORREA & MELLA (2010), p. 115. 
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sabotaje y resistencia ante la invasión del capital forestal, así como también de autodefensa 
ante la violencia político-institucional ejercida por el Estado de Chile, con el objetivo de 
recuperar sus territorios ancestrales, principalmente arrebatados en la dictadura cívico-
militar, con el objetivo de ejercer control territorial de manera autónoma y, por tanto, 
ejercer el derecho a la autodeterminación de los pueblos. Fernando Pairican explica lo 
anterior de la siguiente manera: 

Existe un consenso, entre la militancia Mapuche y los investigadores del tema, de que los 
sucesos de Lumaco marcaron un punto de inflexión en el desarrollo de la historia del pueblo 
Mapuche. Algunos han planteado que es el “detonante organizativo” de la Coordinadora de 
comunidades en conflicto Arauco Malleco (CAM); otros han señalado que desde ese 
momento emergió el “conflicto mapuche”; y una tercera óptica ha planteado que es el 
surgimiento de un movimiento de resistencia mapuche.4 

Como respuesta a este proceso de resistencia, el Estado de Chile comenzó paulatinamente a 
militarizar las zonas de conflicto, ejerciendo violencia político-institucional, lo que se 
mantiene en la actualidad. Así, este conflicto político y militar ha ido aumentando cada vez 
más, manteniendo un enfrentamiento militar irregular en algunos sectores del Wallmapu 
(actuales regiones del Bío Bío, Araucanía, Los Ríos y Los Lagos), entre organizaciones 
Mapuche que reivindican la violencia política como legítima y necesaria para el ejercicio 
del derecho a la libre determinación de los pueblos y las fuerzas armadas y de orden del 
Estado de Chile. 
  

 
4  PAIRICAN (2014), p. 93. 
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2. EL DERECHO A LA AUTODETERMINACIÓN O LIBRE DETERMINACIÓN DE 

LOS PUEBLOS INDÍGENAS 

El derecho a la libre determinación de los pueblos es un derecho en esencia colectivo. El 
titular del derecho no es el individuo sino el pueblo respectivo, y su ejercicio es soberano e 
independiente de injerencias foráneas al pueblo que lo ejerce. El ejercicio de este derecho 
debe interpretarse de forma estricta y sin relativismos. El pueblo que es titular del derecho y 
lo ejerce es aquel que determina cómo administrar su territorio, cómo organizarse 
políticamente y definir qué sistema económico es el adecuado para su realidad concreta. 
Cualquier interferencia o tutela externa, sea ejercida por un Estado o no, significa una 
transgresión al pueblo que ejerce este derecho colectivo: el derecho a la autodeterminación 
de los pueblos consagra la autonomía de éstos.  

En Chile el derecho a la autodeterminación de los pueblos se ha limitado en base a un 
argumento colonialista: los pueblos indígenas son reconocidos como una cultura 
minoritaria dentro del territorio gobernado por el Estado, incluso como culturas indígenas 
de Chile. Los derechos colectivos del pueblo Mapuche han sido ‘tutelados’ por la cultura 
política hegemónica y dominante, la cual el liberalismo ha impuesto como la única 
‘correcta’ y ‘racional’. Raquel Yrigoyen lo plantea de la siguiente manera:  

El hecho colonial colocó a los pueblos originarios en una posición subordinada. Sus 
territorios y recursos fueron objeto de expolio y expropiación por terceros; su mano de obra 
explotada, y su destino mismo como pueblos alienado de sus manos. La ideología de la 
“inferioridad natural de los indios” y la figura jurídica de la tutela indígena permitieron 
estabilizar a lo largo del tiempo el modelo de subordinación indígena. La independencia 
política de las colonias americanas respecto de la metrópolis no significó el fin de dicha 
subordinación. Los nuevos estados latinoamericanos se organizaron bajo flamantes 
constituciones liberales pero con proyectos neocoloniales de sujeción indígena.5 

Sin embargo, sobre todo posterior a las luchas indígenas en el continente latinoamericano, 
con particularidad la del Ejército Zapatista de Liberación Nacional y el ciclo del 
constitucionalismo plurinacional, en donde destacan los procesos boliviano y ecuatoriano, 
distintas organizaciones del pueblo Mapuche reivindican el derecho a la autodeterminación 
de los pueblos ,entendiendo que son  un sujeto político colectivo con derecho a ejercer 
soberana y autónomamente la autodeterminación, desde una perspectiva abiertamente 
anticolonialista. Ahora bien, hay que tener en cuenta lo que plantean Hortencia Hidalgo 
Cáceres et al.:  

El derecho de las naciones a la autodeterminación no conduce a la secesión, sino a establecer 
el derecho a la libertad frente al Estado. Esto, porque aún pueblos y naciones se encuentran 
en “condición de situación colonial interna”.6 

En suma, el derecho a la libre determinación de los pueblos tiene un carácter integral, esto 
es, se manifiesta tanto social como política, cultural, territorial y económicamente. La libre 
determinación supone el control del territorio como espacio geográfico, así como la 

 
5  YRIGOYEN (2010), p. 1. 
6  HIDALGO et al. (2021), p. 53.  
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adopción libre y soberana de regímenes económicos y políticos acorde a las necesidades 
sociales, la cultura y objetivos del pueblo que ejerce el derecho a la libre determinación, lo 
cual se expresa en distintos cuerpos normativos internacionales que mencionaremos a 
continuación.  

2.1. Derecho internacional 

El derecho a la libre determinación o autodeterminación de los pueblos se encuentra 
consagrado en distintos cuerpos normativos internacionales. Cabe destacar dos 
instrumentos internacionales: el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966), 
y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
(2007). El primero consagra el derecho a la autodeterminación de los pueblos en su 
Artículo 1°: “Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este 
derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo 
económico, social y cultural.” La segunda se refiere explícitamente al derecho a la 
autodeterminación de los pueblos indígenas, estableciendo en su Artículo 3° que: “Los 
pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese derecho 
determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo 
económico, social y cultural.” Asimismo, la Declaración explica y desarrolla la integralidad 
y dimensiones del derecho a la libre determinación, específicamente en sus artículos 4°, 5° 
y 18.  

Por otra parte, cabe destacar el Convenio N° 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), uno de los convenios internacionales más importantes referidos a los 
derechos colectivos de los pueblos indígenas. La mencionada normativa internacional viene 
a complementar y/o establecer mecanismos concretos para ejercer el derecho a la 
autodeterminación de los pueblos que, dado su carácter integral, contiene distintos derechos 
colectivos indígenas como el uso de la lengua indígena, la participación política, el derecho 
de propiedad sobre sus tierras ancestrales, entre otros.  

Asimismo, es menester mencionar la Declaración Americana sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, de 2016, donde se establece una serie de derechos colectivos para los 
pueblos indígenas.     

2.2. Derecho comparado 

En Latinoamérica hay Constituciones políticas que consagran y reconocen el derecho a la 
autodeterminación de los pueblos de diversas formas. Según Gonzalo Aguilar et al.,   

Cinco constituciones latinoamericanas proclaman en términos generales el principio o    
derecho a la autodeterminación de los pueblos. Sin embargo, salvo en el caso de México, 
ninguna de estas constituciones reconoce explícitamente a los pueblos indígenas el derecho a 
la libre determinación.7 

 
7  AGUILAR et al. (2011), p. 26. 
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Tal reconocimiento de los derechos colectivos indígenas, y en particular respecto al 
derecho a la libre determinación, es consecuencia de una serie de movimientos y luchas 
indígenas en toda Latinoamérica, las cuales han cuestionado las ficciones liberales 
impuestas en los distintos ordenamientos jurídicos, instalando sus reivindicaciones desde 
una perspectiva indigenista y anticolonial. José Bengoa lo expresa de la siguiente manera: 

Los indígenas han cuestionado las bases del Estado Republicano Latinoamericano, construido 
sobre la idea de “un solo pueblo, una sola nación, un solo Estado”.8 

Dichas luchas indígenas, en materia jurídico-constitucional, han traído diversos cambios, 
que Raquel Yrigoyen denomina:  

Los tres ciclos del horizonte del constitucionalismo pluralista, esto es; a) el 
constitucionalismo multicultural (1982-1989), b) el constitucionalismo pluricultural (1989-
2005) y c) El constitucionalismo plurinacional (2006-2009).9 

El derecho a la autodeterminación o libre determinación de los pueblos indígenas se 
encuentra consagrado explícitamente en el Artículo 2° de las constituciones políticas de 
México y Bolivia. Ahora bien, así como consagran el derecho a la libre determinación, 
también definen sus límites. Así; 

Tal como la Constitución de México, la nueva Constitución de Bolivia enmarca la libre 
determinación de los pueblos indígenas dentro de la unidad nacional, limitando así su 
ejercicio de este derecho a una dimensión interna y descartando la legitimidad de cualquier 
reivindicación divisionista o secesionista.10  

Otros textos constitucionales han reconocido el derecho a la autonomía. Al ordenamiento 
constitucional de México y Bolivia se suman las Constituciones de Colombia y Nicaragua, 
las cuales reconocen el derecho a la autonomía de los pueblos indígenas, su alcance, 
contenido y ejercicio.11  

  

 
8  BENGOA (2000), p. 27. 
9  YRIGOYEN (2010), p. 2. 
10  AGUILAR et al. (2011), pp. 26-27. 
11  Id., p. 27. 
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3. EL DERECHO DE PROPIEDAD DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS  

El derecho o régimen de propiedad desde la perspectiva indígena es distinto, o más 
precisamente, es antagónico al régimen de propiedad privada establecido por el liberalismo. 
La diferencia principal radica en que el régimen de propiedad liberal es la expresión 
jurídica del modo de producción capitalista. Mientras que, por otro lado, el régimen de 
propiedad indígena tiene sus fundamentos en otra forma o modo de producción económica, 
no capitalista, vinculada estrechamente a su cosmovisión y espiritualidad. Así, al practicar 
y sostener otros modos de producción económica, se produce otro tipo de relaciones 
sociales y, en consecuencia, otro modo de ejercer y regular el derecho de propiedad, 
conforme a su cultura y cosmovisión ancestral. En síntesis, sea cual sea el régimen jurídico 
de propiedad ‒y el ordenamiento jurídico en general‒, tiene su origen principalmente en el 
modo de producción económico imperante y su cultura adyacente.  

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la sentencia del caso Comunidad 
Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay, del 24 de agosto de 2010, refiriéndose al derecho de 
propiedad comunitaria o colectiva indígena, ha sostenido lo siguiente:   

La Corte ha tenido en cuenta que entre los indígenas existe una tradición comunitaria sobre 
una forma comunal de la propiedad colectiva de la tierra, en el sentido de que la pertenencia 
de ésta no se centra en un individuo sino en el grupo o comunidad. Los indígenas por el 
hecho de su propia existencia tienen derecho a vivir libremente en sus propios territorios; la 
estrecha relación que los indígenas mantienen con la tierra debe ser reconocida y 
comprendida como la base fundamental de sus culturas, su vida espiritual, su integridad y su 
supervivencia económica. Para las comunidades indígenas la relación con la tierra no es 
meramente una cuestión de posesión y producción sino un elemento material y espiritual del 
que deben gozar plenamente, inclusive para preservar su legado cultural y transmitirlo a las 
generaciones futuras.12 

El derecho de propiedad indígena se opone a la concepción liberal u occidental en dos 
aspectos principales. El primer punto de diferenciación guarda relación con el sujeto o 
titular del derecho de propiedad; el segundo, respecto al vínculo cultural y/o espiritual con 
la tierra que habitan. Respecto del primer punto, podemos evidenciar que el derecho de 
propiedad de la tierra de los pueblos indígenas no está centrado en el individuo, sino al 
contrario, se afirma o realiza en la comunidad, en tanto sujeto colectivo; por tanto, es un 
derecho eminentemente colectivo o comunitario. Sobre el segundo aspecto, el derecho de 
propiedad se opone al liberal en tanto el pueblo Mapuche tiene un vínculo histórico, 
espiritual y cultural sumamente importante con la tierra y su territorio. Recuérdese que la 
palabra Mapuche significa “gente de la tierra”, lo cual es un indicio del especial vínculo 
con la tierra que habita, a diferencia de la concepción liberal y capitalista, que en la tierra 
ve solo un bien inmueble susceptible de apropiación y explotación. La forma de vivir y 
comprender el entorno, sus costumbres y cultura ancestral son distintas e incompatibles con 
el modo de producción capitalista, por tanto, incompatibles con su régimen de propiedad 
privada.  

 
12  CORTE IDH, Comunidad Indígena Xákmok Kásek con Paraguay (2010).  
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Comprendiendo que el derecho o régimen de propiedad de la tierra indígena es colectivo, es 
necesario saber a qué nos referimos con la expresión “derechos colectivos indígenas”. Al 
respecto Salvador Millaleo ha señalado que:  

Los derechos fundamentales colectivos son derechos que no son transferibles o reductibles a 
derechos individuales. Estos derechos son atribuidos por normas internacionales y las 
constituciones pluralistas a los pueblos indígenas como sujetos colectivos. Sin embargo, el 
carácter colectivo de aquellos derechos no deriva de sus condiciones de ejercicio, sino que 
más bien se refieren al sujeto al que se atribuyen ‒los pueblos indígenas como actores 
colectivos‒ y al objeto que protegen ‒bienes jurídicos colectivos en condiciones de 
vulnerabilidad‒. En cuanto a su ejercicio, las técnicas de operación de estos derechos varían 
desde el ejercicio por el sujeto comunitario titular en procesos de decisión colectiva, su 
ejercicio por medio de individuos representativos o su ejercicio por cualquier sujeto 
individual perteneciente a los pueblos indígenas.13 

El derecho o régimen de propiedad indígena es eminentemente colectivo. Esto responde 
principalmente a que sus modos de producción y cultura ancestral son contrarias a las 
ficciones liberales impuestas en el ordenamiento jurídico. Asimismo, es importante tener en 
consideración que este derecho colectivo es uno de los pilares fundamentales del derecho a 
la autodeterminación de los pueblos. La autodeterminación económica y cultural es esencial 
para el progreso y mantenimiento en el tiempo de cualquier pueblo, sea este indígena o no. 
En primer lugar, la libre determinación económica permite a los pueblos reproducir sus 
medios de vida en general, sobre la base de sus propios principios. En segundo lugar, la 
autodeterminación cultural posibilita la permanencia histórica de las costumbres, formas 
políticas y organizativas de los pueblos, su espiritualidad, entre muchos otros elementos 
que componen la cultura. En estas circunstancias, las incompatibilidades y antagonismos 
que se presentan en los hechos tienen su contradicción jurídica con el actual orden jurídico-
económico, de notoria matriz neoliberal, el cual limita, afecta o anula el ejercicio del 
derecho a la libre determinación del pueblo Mapuche, con sus respectivos derechos 
colectivos.   

  

 
13  MILLALEO (2019).  
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4. OBSTÁCULOS AL PUEBLO MAPUCHE EN EL EJERCICIO DE SUS DERECHOS 

DE LIBRE DETERMINACIÓN Y PROPIEDAD COLECTIVA 

En esta sección se analizan las limitaciones y restricciones que padece en la actualidad el 
pueblo-nación Mapuche en el ejercicio de sus derechos de libre determinación y de 
propiedad colectiva. Según Manuel Antonio Garretón: 

El neoliberalismo aparece como una de las ideologías más importantes de fines del siglo XX 
y, hasta el día de hoy, pese a su decadencia y fracaso, sigue siendo objeto de defensas y 
ataques. Ello puede deberse a que quizás sea una de las últimas ideologías totalitarias que une 
indisolublemente un conjunto de políticas concretas y visiones teleo y teológicas sobre la 
condición humana y las personas en sociedad.14 

La ideología neoliberal no solo influyó en decisiones estrictamente económicas, sino que 
también en el ámbito jurídico. La Constitución de 1980 consagró la institucionalidad 
jurídica neoliberal que necesitaba el nuevo modelo económico impuesto por las fuerzas 
armadas sin ninguna posibilidad de deliberación democrática. Así, el rol que se le otorga al 
Estado en la Constitución neoliberal de 1980 es cada vez más pequeño, pasando a tener un 
carácter subsidiario, entregando el protagonismo casi absoluto a los actores privados del 
mercado. Durante la dictadura se impuso entonces un nuevo orden jurídico-económico, que 
tiene como derecho principal y ‘sagrado’ al derecho de propiedad privada. Jaime Bassa y 
Christian Viera lo explican de la siguiente manera:  

Hayek es uno de los teóricos sociales más influyentes en el desarrollo de cierta perspectiva 
del liberalismo. En el caso de Chile, sus postulados inspiran no solo importantes escuelas de 
negocios, sino que se plasman con nitidez en la Constitución chilena. Muestra de ello es el 
articulado de las normas llamadas “orden público económico”, que se encuentran en el art. 19 
N° 21 a 25 de la Constitución, disposiciones que no sólo se caracterizan por ser detalladas 
descripciones protectoras de la libertad en materia económica, sino que, además, por el 
estatuto que se otorga al derecho de propiedad, con una regulación extensa y en algunos 
apartados más propios de regulación legal que constitucional.15    

Así fue como se instaló en el país una visión neoliberal hegemónica del derecho de 
propiedad, negando cualquier otra forma de organización económica referida a la 
propiedad, en este caso, de las tierras. Esta visión neoliberal y totalitaria del derecho de 
propiedad ha generado una serie de conflictos entre el pueblo-nación Mapuche y el Estado 
de Chile. Sobre este punto en particular Jaime Gajardo ha señalado que:  

La tensión entre los Estados y pueblos indígenas de las Américas por la ocupación del 
territorio que los últimos han poseído ancestralmente, ha aumentado durante la última 
década, dando cuenta de un debate profundo que existe en la sociedad latinoamericana, que 
consiste en la prevalencia del interés general (conformado principalmente por una sociedad 
no indígena y un modelo de desarrollo capitalista, basado en la explotación de recursos 
naturales y ocupación de territorio indígena) y el respeto de los derechos de los pueblos 

 
14  GARRETÓN (2012), p. 23. 
15  BASSA & VIERA (2008), p. 134.  
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indígenas, a quienes en aras del “desarrollo” se les priva de su hábitat ancestral y de sus 
modos de vida tradicionales.16  

En este marco jurídico-económico neoliberal y hegemónico es posible identificar una 
primera afectación o limitación jurídico-económica al ejercicio del derecho a la libre 
determinación del pueblo Mapuche: el reconocimiento de una sola forma de propiedad ‒la 
privada‒ y, por tanto, el no reconocimiento de la propiedad colectiva indígena. Así, este 
derecho de propiedad, que tiene como fundamento los principios de una sociedad 
capitalista y neoliberal, no permite ‒o más bien reprime‒ otras formas de propiedad y de 
organización económica distintas a las capitalistas, difundidas, defendidas e impuestas por 
los Estados liberales. Así, en Chile se ha impuesto un único orden jurídico-económico, el 
cual tiene por objetivo asegurar el funcionamiento del sistema económico capitalista.   

Desde la perspectiva jurídico-cultural, la ideología neoliberal ha instalado el derecho de 
propiedad privada como la única forma de ejercer el derecho de propiedad. La concepción 
liberal de la propiedad centrada en el individuo se presenta como antagónica frente a otras 
formas de propiedad, limitando y anulando la diversidad de formas organizativas, de vida y 
de reproducción de ésta, no capitalistas, sobre la base de otros principios y costumbres. Esta 
limitación jurídico-cultural, que se expresa a través de la negación de la plurinacionalidad 
que existe en Chile, esconde un argumento colonialista aún vigente en nuestra sociedad: la 
concepción de inferioridad de los pueblos indígenas respecto de las sociedades liberales, las 
cuales imponen su ‘interés general’ como el único correcto o racional. Ese interés general, 
dentro de un Estado, economía y sociedad notoriamente neoliberales, no es más que el 
disfraz del interés capitalista, que busca instalar su visión de una cultura supuestamente 
superior y más racional, que como pilar fundamental tiene a la ‘sagrada’ propiedad privada. 

Desde una perspectiva jurídico-social, un obstáculo en el ejercicio del derecho a la libre 
determinación y demás derechos colectivos indígenas ha sido el desplazamiento forzado de 
gran cantidad de Mapuche producto del histórico despojo territorial, positivado e 
implementado a través los denominados “Títulos de Merced”. Sobre este punto, los 
historiadores Martín Correa y Eduardo Mella plantean que: 

En términos sociales, la expansión forestal redundó en la expulsión de la población rural, ya 
que el “negocio” forestal es excluyente de las actividades agropecuarias, por lo que muchas 
familias debieron emigrar de sus comunidades y pueblos y engrosar las masas marginales de 
las ciudades.17 

Desde un punto de vista estrictamente jurídico, las limitaciones al derecho de libre 
determinación y demás derechos colectivos indígenas pasa por la aplicación parcial, 
insuficiente o nula de la normativa internacional mencionada en el acápite dedicado a los 
aspectos más importantes del derecho internacional. Sobre este punto, Marco Aparicio 
Wilhelmi señala lo siguiente:  

Por su parte, muchos Estados, a pesar de que tanto la propia Declaración como otros 
instrumentos internacionales de Naciones Unidas se encargan de acotar las implicaciones de 

 
16  GAJARDO (2015).  
17  CORREA & MELLA (2010), p. 199 
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la libre determinación de los pueblos, han mostrado una contumaz oposición a su 
reconocimiento. Lo mismo puede decirse de las instituciones internacionales. ¿Dónde están 
las causas de esta férrea negativa? Difícilmente, como bien sabemos, pueden relacionarse con 
temidas amenazas a la integridad territorial, con peligros de desmembramiento, o de 
“balcanización”, términos utilizados con frecuencia por los representantes gubernamentales 
para oponerse a las demandas indígenas. No cabe duda que una de las razones más poderosas 
se sitúa en la voluntad de no renunciar al control territorial de zonas ricas en recursos 
naturales y biodiversidad, especialmente en un momento de desarrollo del capitalismo donde 
la acumulación de capital se ve amenazada por la insuficiencia de recursos energéticos y el 
capital financiero necesita nuevos espacios para la especulación.18 

Por último, un obstáculo sumamente importante es la relación de “subordinación 
colonial”19 existente entre los Estados latinoamericanos y los pueblos indígenas, lo cual se 
ve reflejado en este caso concreto entre el Estado de Chile y el pueblo nación Mapuche. El 
colonialismo como forma de dominación política, económica, cultural, jurídica y social ha 
instalado el discurso hegemónico de que los pueblos indígenas son “minorías étnicas”, por 
tanto, deben someterse al régimen de las sociedades dominantes. En este sentido, desde una 
perspectiva histórica, esta relación colonialista trae consigo resabios del feudalismo. José 
Carlos Mariátegui se refiere a esta problemática en los siguientes términos:  

Las expresiones de la feudalidad sobreviviente son dos: latifundio y servidumbre. 
Expresiones solidarias y consustanciales, cuyo análisis nos conduce a la conclusión de que no 
se puede liquidar la servidumbre, que pesa sobre la raza indígena, sin liquidar el latifundio.20 

En suma, es importante tener en consideración que, más allá del reconocimiento formal o 
simbólico de convenciones o tratados internacionales, el derecho a la autodeterminación del 
pueblo Mapuche es limitado jurídicamente a través del actual orden jurídico-económico, el 
régimen de propiedad imperante y su cultura neoliberal adyacente. Esto ocurre, 
principalmente, debido a que la autodeterminación económica es uno de los pilares 
fundamentales del derecho a la autodeterminación de los pueblos, pues es la base de la 
producción y reproducción material de los medios de vida, y en este caso del pueblo 
Mapuche. Los derechos de propiedad colectiva sobre sus territorios ancestrales son 
necesariamente la base para el ejercicio de la libre determinación. En el caso del pueblo-
nación Mapuche, hay una vinculación aún mayor y especial con la tierra, y por tanto con su 
régimen de propiedad, toda vez que su economía es principalmente agraria y su 
cosmovisión está íntimamente vinculada con la tierra que habitan. El reconocimiento y 
establecimiento de los derechos de propiedad colectivos sobre sus territorios y de libre 
determinación deben ser la representación jurídica del control territorial que se reivindica 
en Wallmapu por parte de las comunidades Mapuche.   

  

 
18  APARICIO (2008), p.2 
19  YRIGOYEN (2010), p. 1. 
20  MARIÁTEGUI (2008), p. 38 
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5. VIOLENCIA POLÍTICO-INSTITUCIONAL EN EL EJERCICIO DE LOS 

DERECHOS POR PARTE DEL PUEBLO MAPUCHE 

En Wallmapu la violencia política es cada vez más preocupante. Esta violencia ha sido 
ejercida a lo largo de la historia y con distintos objetivos por el Estado de Chile a través de 
las fuerzas armadas y de orden y seguridad contra el pueblo-nación Mapuche. En la 
actualidad podemos ver esta sistemática política de violencia y militarización expresada, 
por ejemplo, en el decreto de estado de excepción constitucional en la denominada 
“Macrozona Sur”, dictado el 12 de octubre de 2021. Martín Correa y Eduardo Mella lo 
expresan de la siguiente manera: 

La respuesta del Estado a la protesta mapuche contemporánea -al igual que en toda esta 
historia de desencuentros- se ha caracterizado por el uso y abuso de la violencia legal de que 
dispone éste, a través de la penalización y el castigo de conductas colectivas surgidas desde 
un orden en que parte importante de la sociedad está excluida, que solo considera la legalidad 
de los que ostentan el poder y no la legitimidad de las demandas de un pueblo.21  

Por otro lado, la violencia ha sido ejercida a lo largo de la historia por algunas 
organizaciones Mapuche que reivindican la violencia política como un acto de resistencia y 
autodefensa ante la invasión del Estado de Chile a sus territorios. Sobre estas 
circunstancias, que se enmarcan en lo que José Bengoa denomina la emergencia indígena 
en América Latina, se mantiene un conflicto entre el Estado de Chile y el pueblo-nación 
originario Mapuche, en particular cuando se trata de ejercer el derecho a la libre 
determinación de forma integral y no meramente en su formalidad, como se explicó 
anteriormente.  

Ahora bien, hay que tener en consideración que la violencia estatal es también violencia 
política. El Estado como institución jurídica, que está por sobre la sociedad, tiene sus 
principios, fundamentos y estructuras definidas en la Constitución Política, las cuales son 
manifiestos políticos positivados, expresión de valores y principios de las sociedades a las 
cuales (se supone) representan. 

En este contexto, es importante tener en cuenta la relación entre la violencia y el Estado en 
aras de un mejor análisis. Según Max Weber, el Estado se distingue de otras instituciones 
porque tiene el monopolio de la fuerza o el derecho a la violencia22. A su vez, Weber 
expresa lo siguiente:  

El Estado, como todas las asociaciones políticas que históricamente lo han precedido, es una 
relación de dominación de hombres sobre hombres, que se sostiene por medio de la violencia 
legítima (es decir, de la que es vista como tal). Para subsistir necesita, por tanto, que los 
dominados acaten la autoridad que pretenden tener quienes en ese momento dominan.23  

 
21  CORREA & MELLA (2010), p.304 
22  WEBER (1919), p. 2. 
23  Id. (1919). 
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Estos importantes aportes de Max Weber sobre el rol que le corresponde al Estado en la 
época moderna han de ser complementados con algunas reflexiones previas que efectuó 
Friedrich Engels:  

El Estado no es de ningún modo un poder impuesto desde fuera de la sociedad; tampoco es 
“la realidad de la idea moral”, “ni la imagen y realidad de la razón”, como afirma Hegel. Es 
más bien un producto de la sociedad cuando llega a un grado de desarrollo determinado; es la 
confesión de que esa sociedad se ha enredado en una irremediable contradicción consigo 
misma y está dividida por antagonismos irreconciliables, que es impotente para conjurar. 
Pero a fin de que estos antagonismos, estas clases con intereses económicos en pugna, no se 
devoren a sí mismas y no consuman a la sociedad en una lucha estéril, se hacer necesario un 
poder situado aparentemente por encima de la sociedad y llamado a amortiguar el choque, a 
mantenerlo en los límites del “orden”. Y ese poder, nacido de la sociedad, pero que se pone 
por encima de ella y se divorcia de ella más y más, es el Estado.24 

A partir de estas tesis sociológicas podemos identificar dos elementos importantes para el 
debate: 

1°. El Estado es parte de una superestructura política y jurídica que contiene o amortigua el 
antagonismo existente entre regímenes económicos, políticos y culturales distintos y/o 
contrarios, presentes al interior de una sociedad dividida en clases, como la chilena.  

En ese contexto, la violencia política es un indicio de un conflicto de poder, en este caso, 
entre el pueblo-nación Mapuche y el Estado de Chile. En este sentido, Eduardo Novoa 
Monreal manifiesta lo siguiente:  

La clase dominante necesita de un Estado, de un derecho y de una cultura que enmascaren los 
antagonismos y contradicciones sociales y que le ayuden a mantener determinadas relaciones 
de producción que le favorecen.25   

Cuando analizamos la violencia política, sea esta institucional o no, se debe tener en cuenta 
que es producto de un conflicto sobre el poder político, económico y social dentro de una 
sociedad determinada. En este sentido, el ejercicio del derecho a la libre determinación por 
parte del pueblo-nación Mapuche y la violencia político-institucional por parte del Estado 
de Chile manifiesta un conflicto de poder. Esto se debe, principalmente, a la existencia de 
formas de organización político-sociales, culturales y de reproducción económica contrarias 
al orden jurídico-económico imperante en la Constitución y la sociedad a la cual representa.  

En efecto, el derecho a la autodeterminación es el derecho colectivo del pueblo al poder, 
para determinar su presente y futuro libremente. El poder determinar libremente su 
organización y medios de producción económicos, su régimen de propiedad colectiva, en 
definitiva, su derecho propio y ancestral, son condiciones necesarias para que el ejercicio 
del derecho a la libre determinación sea concreto y no quede en meras abstracciones 
formales. Así, la lucha por ejercer el derecho a la autodeterminación de los pueblos, tal 
como lo ha señalado Marco Aparicio Wilhelmi, se trata de una disputa de poder.26 

 
24  ENGELS (1966), pp. 318 y s. 
25  NOVOA (2007), pp. 217. 
26  APARICIO (2008), p. 1. 
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En estas circunstancias, la violencia político-institucional ejercida por parte del Estado de 
Chile reprime y anula el régimen de propiedad colectiva de la tierra, base material del 
derecho a la autodeterminación, en tanto busca mantener el control territorial a través de la 
violencia político-institucional, expresada en la militarización del Wallmapu, con el 
objetivo de mantener el imperio del régimen de propiedad neoliberal, la producción 
capitalista a través de la explotación extractivista y forestal y los resabios del latifundismo 
en la zona, a pesar de tratados y convenios internacionales en materia indígena, ratificados 
por el Estado de Chile, que en Wallmapu son letra muerta.  

2°. La violencia política justificada y legitimada: el poder en una sociedad capitalista radica 
exclusivamente en el Estado. Según Weber, el Estado es la única organización con 
legitimidad y justificación racional para ejercer el monopolio de la violencia.  

Es justamente este monopolio de la fuerza o poder el que ha sido cuestionado por el pueblo-
nación Mapuche cuando trata de ejercer su derecho a la libre determinación, en tanto ese 
monopolio de la violencia reprime sus formas de vida.  

Este poder centralizado y monopolizado satisface la ficción liberal de “una nación, un 
Estado”, identitaria de las sociedades occidentales burguesas, y al mismo tiempo, mantiene 
la relación de subordinación colonial de los pueblos indígenas frente al Estado. José 
Bengoa lo manifiesta de la siguiente manera:  

los indígenas han cuestionado las bases del Estado republicano latinoamericano, construido 
sobre la idea de “un solo pueblo, una sola nación, un solo Estado”.27  

La reivindicación del derecho a la autodeterminación de los pueblos por parte del pueblo-
nación Mapuche cuestiona la legitimidad, justificación y ejercicio del monopolio de la 
violencia por parte del Estado en su territorio ancestral, así como también el orden jurídico-
económico que impone por la fuerza el Estado de Chile, que es contrario a sus modos de 
vida y a su cosmovisión en general. Correa y Mella se refieren a este punto señalando que: 

Lo que está en discusión no es tanto la legalidad, para la cual hay muchos e insondables 
subterfugios, sino la legitimidad.28 

En este sentido, la violencia político-institucional ha sido el medio material con que el 
Estado de Chile ha impuesto hasta hoy la monoculturalidad neoliberal, el régimen de 
propiedad privada de la tierra y el modo de producción económico neoliberal en el territorio 
reivindicado por el pueblo-nación Mapuche. Al respecto se deben tener presente la 
explicación que ofrece Mariátegui y que es útil para comprender el núcleo de la 
problemática:  

El régimen de propiedad de la tierra determina el régimen político y administrativo de toda 
nación.29 

La concentración de la propiedad de las tierras por parte de empresas forestales en territorio 
históricamente Mapuche es una demostración de la situación de subordinación por la fuerza 

 
27  BENGOA (2000), p. 27. 
28  CORREA & MELLA (2010), p. 303. 
29  MARIÁTEGUI (2008), p. 39. 
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de dicho pueblo. En la actualidad, según datos de CONAF, las plantaciones forestales 
alcanzan a cubrir una superficie aproximada de 3,08 millones hectáreas30, repartidas 
principalmente en las regiones de Bio Bio, Araucanía, Los Ríos y Los Lagos. Dichas tierras 
fueron adquiridas por las empresas forestales gracias a la dictadura cívico militar, a través 
del Decreto Ley N° 701, sobre fomento forestal. Así grafica parte de esta situación 
Fernando Pairican:  

Una vez asentada la dictadura militar, una de las primeras medidas fue regularizar la tenencia 
de la tierra. Esto significaba revisar y revocar las expropiaciones de la reforma agraria. En el 
caso particular del pueblo Mapuche, de 163 predios se devolvieron 97, es decir, el 64,7% de 
la superficie que los mapuche habían logrado obtener entre los gobiernos de Frei y Allende. 
Era una cantidad de 98.817,2 hectáreas de tierra que se volvieron a perder.  

Dicha imposición económica, que satisface los intereses de grandes capitales forestales, en 
ningún momento ha sido consultada a través de los mecanismos establecidos por el 
Convenio N°169 de la OIT, siendo impuesto a través de la violencia político-institucional.  

En estas circunstancias, la violencia político-institucional del Estado de Chile en contra del 
pueblo-nación Mapuche ha tenido como objetivo principal mantener el poder del Estado de 
Chile en Wallmapu y, asimismo, continuar con la relación colonial de subordinación 
indígena frente al Estado. Así, el derecho a la autodeterminación de los pueblos queda en 
letra muerta toda vez que los intereses del Estado neoliberal entran en pugna con las 
comunidades, como ha sido demostrado en casos emblemáticos como el de la represa 
hidroeléctrica Ralco en Alto Bio Bio y la férrea oposición de las comunidades pehuenche, 
donde destacó el rol que jugaron las hermanas Berta y Nicolasa Quintreman, o la situación 
de las explotaciones forestales en la zonas costeras donde se concentra mayormente el 
enfrentamiento armado, tal como sucede en Tirúa, Contulmo, Lleu-Lleu, Carahue, entre 
otras localidades.  
 

  

 
30  CONAF, disponible en https://www.conaf.cl/nuestros-bosques/bosques-en-chile/. 
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6. PROPUESTAS    
La lucha por la libre determinación no es un camino a la secesión, sino más bien un camino 
a la libertad de los pueblos (indígenas) respecto de la situación colonial en la que se 
encuentran sometidos31, en este caso, por los Estados de Chile y de Argentina. A la luz de 
los análisis teórico-jurídicos que se han formulado previamente, me permito someter a 
debate tres propuestas concretas que deberían ser un aporte a la búsqueda de soluciones 
frente al conflicto actual en el sur de Chile, y más específicamente en Wallmapu. 

En primer lugar, para revertir la tendencia y avanzar hacia una desescalada de la violencia 
político-institucional, es fundamental el reconocimiento constitucional del derecho 
colectivo a la autodeterminación de los pueblos indígenas y el fin de la militarización en 
Wallmapu. 

Tanto el reconocimiento de la libre determinación como la desmilitarización son dos 
medidas vinculadas entre sí. No puede haber libre determinación en un territorio 
militarizado, donde el Estado ejerce violencia política-institucional. En estas circunstancias, 
la desmilitarización es condición sine qua non para el reconocimiento de la libre 
determinación, tanto formal como materialmente. Sin la desmilitarización que debe llevar a 
cabo el Estado en el Wallmapu será imposible iniciar el diálogo político que se requiere 
para empezar a reconocer la autodeterminación del pueblo-nación Mapuche. 

En segundo término, y en virtud de poder concretar el derecho a la libre determinación, es 
necesario el reconocimiento constitucional de los derechos colectivos indígenas, 
consagrados internacionalmente en los distintos tratados, declaraciones y convenios a los 
cuales se ha hecho mención. Especial importancia tiene el reconocimiento constitucional de 
la propiedad colectiva indígena, base material del derecho a la autodeterminación, que 
permite el libre desarrollo económico, político, cultural y social por parte del pueblo-nación 
Mapuche ‒y en general de todos los pueblos indígenas‒ en base a sus propios principios, 
valores, costumbres y formas de organización económica.  

Ahora bien, el reconocimiento formal no es suficiente. El reconocimiento aparte de jurídico 
debe ser material y concreto. La restitución de las tierras reivindicadas es una tarea de 
primer orden, más allá de los mezquinos “títulos de Merced”, que son la representación 
jurídica de la política colonial del Estado de Chile hacía el pueblo-nación Mapuche.  

La importancia de esta propuesta se encuentra en el necesario cambio radical que necesita 
el Estado de Chile en materia indígena, abordando esta problemática desde una perspectiva 
integral y anticolonial, entendiendo que el orden jurídico-económico no puede estar por 
sobre los intereses de los distintos grupos humanos que habitan esta franja de tierra.  

En suma, es menester superar el neoliberalismo enquistado tanto en la Constitución como 
en la sociedad; por lo que el ajuste más complejo hacia el cual se debe avanzar es que la 
sociedad comprenda que necesariamente debe cambiar el orden jurídico-económico 
establecido y vigente en estos momentos, por uno más respetuoso de la diversidad étnico-
cultural y plurinacionalidad. 

 
31  HIDALGO et al. (2021), p. 53. 
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En tercer lugar, se hace necesaria la creación de una Comisión de Verdad, Justicia, 
Reparación y No repetición de violaciones a los derechos humanos, sociales, civiles y 
políticos de los Pueblos Indígenas. La creación de una comisión oficial en la que se trabaje 
durante algunos años para comprender las causas profundas de las injusticias, abusos y 
desigualdades estructurales es imprescindible para generar, junto a los pueblos indígenas, 
un conjunto de mecanismos de reparación y justicia efectivos y no meramente declarativos.  

La restitución de las tierras ancestrales de los pueblos indígenas ‒que son 
incomparablemente mayores a los registros fijados en los títulos de merced‒ y el 
compromiso con el respeto irrestricto a sus derechos humanos es fundamental para un 
nuevo pacto político entre el Estado y los pueblos indígenas. No se puede reconocer a un 
pueblo sin reconocer su historia y, asimismo, no se pueden reparar las vulneraciones a 
derechos fundamentales sin reconocer que éstos se han vulnerado sistemáticamente a través 
del Estado ni mucho menos si aún en la actualidad se siguen perpetuando dicha abusos 
mediante actos represivos.  
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7. CONCLUSIONES  
Las causas de la emergencia indígena en América Latina son profundas y dicen relación 
con la dominación y represión que han ejercido los Estados respecto de los pueblos 
indígenas que han sido sometidos mediante la fuerza militar y el derecho liberal.  

A medida que avanzan las reivindicaciones y la lucha indígena por el reconocimiento y la 
autodeterminación, surgen asimismo los antagonismos con las sociedades liberales y 
capitalistas que se resisten a esta diversa y multicultural realidad latinoamericana. En este 
sentido, Elicura Chihuailaf es claro:  

[…] y pensando en todos los conflictos “étnicos” que hay actualmente en el mundo, y en los 
conflictos que vendrán, me digo, otra vez: al mundo lo salvan todas las culturas o no la salva 
ninguna.32 
 

Las luchas indígenas han remecido y cuestionado constantemente a los Estados 
latinoamericanos y, últimamente, al capitalismo como modo de producción económica que 
se impone como un verdadero depredador extractivista en territorios históricamente 
indígenas.  

En el caso particular del pueblo-nación Mapuche con el Estado de Chile, estos procesos de 
lucha se enmarcan en un momento histórico de transformación económica, social, política y 
cultural, de características globales, donde han surgido procesos de etnogénesis en los que 
se destacan cada vez más las identidades locales por sobre las nacionales33. En este 
proceso, el reconocimiento del pueblo-nación Mapuche como pueblo libre y distinto al 
chileno y la reivindicación del derecho a sus tierras y organización social ancestral han sido 
la centralidad, a diferencia de las políticas indigenistas del siglo XX.34  

La violencia político-institucional ejercida por parte del Estado de Chile a través de las 
fuerzas armadas y de orden y seguridad ha venido a imponer una única forma de propiedad 
(la privada) y, al mismo tiempo, una única forma de producir, es decir, un modo 
hegemónico de producción económica, en este caso capitalista, impidiendo cualquier otra 
forma organizativa referida a la producción de los medios de vida.  

Sin embargo, el nivel de conflictividad es cada vez más alto y se requiere adoptar medidas 
político-jurídicas más audaces para revertir la violencia que se aprecia en estos momentos. 
En las sociedades plurales una auténtica democracia no debiera reprimir la diferencia y la 
diversidad; al contrario, debiera ser capaz de promoverla y respetarla. Un auténtico Estado 
de Derecho no vulnera derechos humanos para proteger los intereses de grandes capitales 
como lo son los de las empresas forestales. Es por esto que el reconocimiento con rango 
constitucional del derecho colectivo a la libre determinación del pueblo nación Mapuche (y 
de los pueblos indígenas en general) es tan importante, al igual que la restitución de su 
territorio ancestral. Es una deuda histórica que tiene el Estado de Chile hacia los pueblos 
originarios. La represión estatal nunca ha podido frenar el avance de los procesos y 

 
32  CHIHUAILAF (2015), p. 104. 
33  BENGOA (2000), p. 30. 
34  Ib., p. 20. 



22 
 

transformaciones históricas. La resistencia del pueblo-nación Mapuche es un ejemplo vivo 
de aquello.  

Se ha argumentado en este documento que el ejercicio de la autodeterminación supone el 
control territorial, esto es, el ejercicio del poder dentro de un espacio determinado, con todo 
lo que esto conlleva, bajo la organización política y social que determinen libremente los 
pueblos indígenas.  

En este sentido, la violencia político-institucional sólo terminará si el Estado de Chile deja 
de enfrentar la problemática indígena como una cuestión de seguridad nacional y renuncia a 
su tradición jurídica colonial respecto a la cuestión indígena, tomando en consideración la 
deuda histórica que tiene con las naciones originarias. Para poder lograrlo, es tarea de 
primer orden la desmilitarización, la restitución de tierras ancestrales más allá de los títulos 
de Merced y el reconocimiento con rango constitucional de los derechos colectivos 
indígenas.  

El momento histórico en el que nos encontramos, que tiene como manifestación de 
transformación y progreso la multiplicidad de organizaciones sociales e indígenas que se 
han constituido como herramientas de cambio y progreso social, así como también el 
proceso constituyente en curso, nos plantea un gran desafío como sociedad, un desafío 
multicultural, transformador y revolucionario. Ha llegado el momento de superar viejas 
estructuras sociales que oprimen a los pueblos indígenas, como lo es el colonialismo. Los 
cambios superficiales y ajustes institucionales impulsados en los últimos treinta años no 
han dado los resultados esperados, y en las circunstancias actuales se requiere cuestionar el 
pacto político que ha imperado entre el Estado de Chile y los pueblos indígenas. En 
consecuencia, abogamos porque el Estado de Chile sea declarado plurinacional, se 
reconozca constitucionalmente el derecho de libre determinación de los pueblos indígenas, 
se promueva la diversidad cultural y se avance rápidamente hacia la devolución de las 
tierras ancestrales indígenas.  
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